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I. CONCEPTO Y CIRCUNSTANCIAS QUE DAN LUGAR AL ESTADO DE EXCEP-
CIÓN 

El Estado de Excepción es una figura a la cual acude el Presidente de la República 
cuando determinadas circunstancias en el país exceden los poderes constitucionales y legales 
con los cuales habitualmente cuenta. Por ello, el artículo 337 de la Constitución califica a los 

Estados de Excepción como “las circunstancias de orden social, económico, político, natural 
o ecológico, que afecten gravemente la seguridad de la Nación, de las instituciones y de los 
ciudadanos y ciudadanas, a cuyo respecto resultan insuficientes las facultades de las cuales se 
disponen para hacer frente a tales hechos”. 

El artículo 1 de la Ley Orgánica de los Estados de Excepción (Gaceta Oficial N° 37.261 
del 15 de agosto de 2001), a su vez, precisa que “los estados de excepción solamente pueden 

declararse ante situaciones objetivas de suma gravedad que hagan insuficientes los medios 
ordinarios que dispone el Estado para afrontarlos”. 

II. RESTRICCIÓN TEMPORAL DE GARANTÍAS CIUDADANAS 

El Estado de Excepción permite al Presidente restringir temporalmente las garantías 

ciudadanas previstas en la Constitución, “salvo las referidas a los derechos a la vida, prohibi-
ción de incomunicación o tortura, el derecho al debido proceso, el derecho a la información y 
los demás derechos humanos intangibles” (artículo 337). Conforme al artículo 339 de la 
Constitución, el Decreto que declare el Estado de Excepción “regulará el ejercicio del dere-
cho cuya garantía se restringe”. 

El Decreto de Estado de Excepción, entonces, implica facultar extraordinaria y tempo-

ralmente al Presidente de la República para restringir garantías a algunos derechos constitu-
cionales, facultad que en circunstancias normales sólo correspondería restringir a la Asam-
blea Nacional mediante una Ley, que también debe respetar la Constitución. 
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Es fundamental tener en cuenta que el Decreto de Estado de Excepción no puede “sus-
pender” las garantías, como estaba previsto en la Constitución de 1961 (artículo 241), sino 
sólo restringirlas. Por otra parte, la restricción puede establecerse sobre la garantía del dere-
cho, pero no sobre el derecho constitucional como tal. Además, como lo exige el artículo 339 
de la Constitución, el Decreto que declare el estado de excepción “regulará el ejercicio del 
derecho cuya garantía se restringe”. Por ello, un Decreto de Estado de Excepción no puede 

restringir el derecho al libre tránsito como tal, sino restringir la garantía de ese derecho, esta-
bleciendo el modo como podrá ejercerse durante el tiempo que esté vigente el Estado de 
Excepción. 

III. EL DECRETO DE ESTADO DE EXCEPCIÓN 

El Estado de Excepción se dicta a través de un Decreto del Presidente en Consejo de 
Ministros y debe ser publicado en la Gaceta Oficial. En ese Decreto el Presidente debe moti-
var suficientemente las razones por las cuales dicta el Estado de Excepción. Ese Decreto ha 
sido calificado por el artículo 22 de la Ley Orgánica de los Estados de Excepción como un 
acto con rango y fuerza de Ley. En todo caso, el artículo 22 de la Ley Orgánica de los Esta-
dos de Excepción advierte que debe ser “difundido en el más breve plazo por todos los me-

dios de comunicación social, si fuere posible”. 

IV. CONTROL SOBRE EL DECRETO DE ESTADO DE EXCEPCIÓN 

Ese Decreto de Estado de Excepción debe ser presentado por el Presidente dentro de los 
ocho días siguientes de haberse dictado a la Asamblea Nacional para su consideración y 

aprobación. Además, debe ser presentado ante la Sala Constitucional del Tribunal Supremo 
de Justicia para que se pronuncie sobre su constitucionalidad (artículo 339). Según el artículo 
26 de la Ley Orgánica de los Estados de Excepción “si el Presidente de la República no diere 
cumplimiento al mandato establecido en el presente artículo en el lapso previsto, la Asamblea 
Nacional se pronunciará de oficio”1.  

En todo caso, si por caso fortuito o fuerza mayor la Asamblea Nacional no se pronun-

ciare dentro de los ocho días continuos siguientes a la recepción del Decreto, éste se enten-
derá aprobado (artículo 27 de la Ley Orgánica de los Estados de Excepción). 

El acuerdo dictado por la Asamblea Nacional entrará en vigencia inmediatamente, por 
lo que deberá ser publicado en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela y 
difundido en el más breve plazo, por todos los medios de comunicación social, al día siguien-
te en que haya sido dictado, si fuere posible (artículo 30 de la Ley Orgánica de los Estados de 

Excepción). 

V. REVOCACIÓN DEL ESTADO DE EXCEPCIÓN 

Al Presidente y a la Sala Constitucional les corresponde la competencia para revocar el 
Decreto de Estado de Excepción cuando cesen las causas que lo motivaron (artículo 339 de la 

Constitución). Por ello la importancia de precisar si la motivación que señala el Presidente en 
el Decreto coincide con lo que ocurre en la realidad en el país. 

                                            
1
 El artículo 27 de la Ley Orgánica de los Estados de Excepción fija un lapso de cuarenta y ocho 

horas luego de haberse hecho público el Decreto a la Asamblea Nacional para que proceda a su 
aprobación. Sin embargo, esa norma es contraria al lapso de ocho días que es fijado por el artículo 
339 de la Constitución. 
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VI. PRÓRROGA DEL ESTADO DE EXCEPCIÓN 

En todo caso, el Presidente de la República puede solicitar la prórroga del Estado de 
Excepción a la Asamblea Nacional por un plazo igual al que le fue otorgado (artículos 338 y 
339 de la Constitución). 

VII. TIPOS DE ESTADO DE EXCEPCIÓN 

El Estado de Excepción es un género del cual se derivan tres especies: (i) el Estado de 
Alarma; (ii) el Estado de Emergencia Económica, y (iii) el Estado de Conmoción (artículo 
338 de la Constitución). 

(i) El Estado de Alarma 

Según la Constitución, puede decretarse un estado de alarma “cuando se produzcan 

catástrofes, calamidades públicas u otros acontecimientos similares que pongan seriamente 
en peligro la seguridad de la Nación, o de sus ciudadanos y ciudadanas”. 

(ii) El Estado de Emergencia Económica 

Pero puede decretarse un estado de emergencia económica cuando se susciten circuns-
tancias económicas extraordinarias que afecten gravemente la vida económica de la Nación. 
Su duración será de hasta sesenta días prorrogables por un plazo igual. 

(iii) El Estado de Conmoción 

Por su parte, el estado de conmoción interior o exterior podrá decretarse “en caso de 
conflicto interno o externo, que ponga seriamente en peligro la seguridad de la Nación, de sus 
ciudadanos y ciudadanas o de sus instituciones. Se prolongará hasta por noventa días, siendo 
prorrogable hasta por noventa días más”. 

VIII. REQUISITOS DE CONSTITUCIONALIDAD DE TODO DECRETO DE ESTADO 

DE EXCEPCIÓN 

Un Decreto de Estado de Excepción es uno de los actos del Poder Público más delicados 
en la vida institucional del país, dado que permite restringir por el Poder Ejecutivo garantías 
ciudadanas sobre derechos que de otro modo sólo podría restringir la Asamblea Nacional a 

través de una Ley. Por ello, el ordenamiento jurídico establece determinados requisitos de 
constitucionalidad que debe cumplir. 

A. Deben existir circunstancias de orden social, económico, político, natural o ecológi-
co, que afecten gravemente la seguridad de la Nación, de sus ciudadanos o de sus 
instituciones (artículos 337 de la Constitución y 2 de la Ley Orgánica de los Estados 
de Excepción). 

B. Los estados de excepción solamente pueden declararse ante situaciones objetivas de 
suma gravedad que hagan insuficientes los medios ordinarios que dispone el Estado 
para afrontarlos (artículo 2 de la Ley Orgánica de los Estados de Excepción). 

C. Toda medida de excepción debe ser proporcional a la situación que se quiere afron-
tar en lo que respecta a gravedad, naturaleza y ámbito de aplicación (artículo 4 de la 
Ley Orgánica de los Estados de Excepción). 

D. Toda medida de excepción debe tener una duración limitada a las exigencias de la 
situación que se quiere afrontar, sin que tal medida pierda su carácter excepcional o 
de no permanencia (artículo 5 de la Ley Orgánica de los Estados de Excepción). 
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E. El Decreto que declare el estado de excepción “regulará el ejercicio del derecho cu-
ya garantía se restringe” (artículo 339 de la Constitución). 

F. Conforme al artículo 7 de la Ley Orgánica de los Estados de Excepción, el Decreto 
no puede restringir las garantías de los derechos a (i) la vida; (ii) el reconocimiento 
a la personalidad jurídica; (iii) la protección de la familia; (iv) la igualdad ante la 
ley; (v) la nacionalidad; (vi) la libertad personal y la prohibición de práctica de des-

aparición forzada de personas; (vii) la integridad personal, física, psíquica y moral; 
(viii) no ser sometido a esclavitud o servidumbre; (ix) la libertad de pensamiento, 
conciencia y religión; (x) la legalidad y la irretroactividad de las leyes, especialmen-
te de las leyes penales; (xi) el debido proceso; (xii) el amparo constitucional; (xiii) 
la participación, el sufragio y el acceso a la función pública y (xiv) la información. 

*** 

En todo caso, como lo ha señalado expresamente la propia Sala Constitucional del Tri-
bunal Supremo de Justicia sentencia N° 3.567 del 6 de diciembre de 2005, caso Javier Ele-
chiguerra y otros, la especial potestad de decretar Estados de Excepción debe “siempre efec-
tuarse respetando las restricciones de nuestro ordenamiento constitucional, incluyendo aque-
llas preceptuadas por los principales instrumentos de derechos humanos suscritos por la Re-
pública: el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículo 4.1) y la Convención 

Interamericana de Derechos Humanos (artículo 27.1)”. 


